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León, Guanajuato, a once de abril del año dos mil siete. . . . . .  . . . . . . . . . . . . .  

V I S T O  para resolver el expediente número 240/02005, que contiene las actuaciones del Recurso de Inconformidad interpuesto por JOSÉ ALFREDO HERNÁNDEZ ARMENDÁRIZ, en contra del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; y, por ser el momento procesal oportuno se resuelve conforme a los siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . .

C O N S I D E R A N D O 

SEGUNDO.- Que en esta Causa Administrativa, se encuentra acreditada la existencia de la resolución de fecha veintidós de febrero del año dos mil cinco, con copia certificada por el Secretario del Ayuntamiento del expediente administrativo número 426/04-P, del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, en el que obra la resolución impugnada. .  . . . 

TERCERO.- Que por cuestiones de ORDEN PUBLICO, previamente al estudio 
del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad demandada no aduce causales de improcedencia y éste Órgano de Control de Legalidad advierte que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado numeral, por tal razón está en aptitud de estudiar los  agravios esgrimidos en el escrito inicial de recurso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El recurrente en el segundo agravio del escrito de recurso, en esencia aduce que la fracción XXXVIII del artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, considera como falta grave, entre otras, el “Encubrir y solapar la conducta de un subalterno o superior  a sabiendas que se trata de una falta grave o que pueda constituir un delito” que en ningún momento llego a solapar conducta alguna que pudiera considerarse aplicable a la  hipótesis enunciada; que el Consejo consideró las declaraciones rendidas por Juan Pedro González Pérez, Luis Eduardo González García y por el infractor Fernando Reyna Guzmán, como pruebas plenas, sin llegar a tener esa categoría, ya que como se desprende de las mismas, son referencias que a su vez les fueron dadas por el mismo infractor, sin tener conocimiento directo de las mismas; y, en el quinto considerando el Consejo consideró tener por acreditada su responsabilidad con los medios de prueba recabados, que resultan totalmente insuficientes, pues no hizo una exacta valoración de pruebas de acuerdo a las disposiciones contenidas en el artículo 202 al 227 del Código de Procedimientos Civiles  vigente en el Estado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Agravio que resulta FUNDADO, en virtud de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El artículo 45 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, establece: . . . . . . . . . . . . . . . . .  

“ARTÍCULO 45.- El inicio del procedimiento se notificará al elemento haciéndole saber los hechos que se le atribuyen y citándolo a una audiencia en la que podrá manifestar lo que a su derecho convenga y ofrecer las pruebas que estime convenientes para desvirtuar los hechos materia de la queja, siendo admisibles todas, excepto la confesional por absolución de posiciones de las autoridades. . . . .  . . . . . . . 

Asimismo, en la notificación se le apercibirá que de no comparecer sin causa justificada, se tendrán por ciertos los hechos que se les atribuyen, salvo prueba en contrario y, en su rebeldía, se continuará el procedimiento.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Conforme al segundo párrafo de este numeral, la no comparecencia del recurrente a la audiencia de ofrecimiento de pruebas y formulación de alegatos, jurídicamente trae como consecuencia la presunción legal de certeza de los hechos imputados al inconforme; empero, esta presunción juris tantum, puede desvirtuarse con elementos de prueba, ya sean recabados por la autoridad en la fase de investigación o aportados por el presunto responsable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas,  en  materia  disciplinaria,  la  presunción  de la existencia de los 
hechos imputados al recurrente, por si sola no implica la presencia de responsabilidad administrativa, pues el artículo 84 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, aplicado de manera supletoria al citado Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, arroja la carga de la prueba a la autoridad demandada, a fin de determinar y probar la comisión de la falta administrativa atribuida al inconforme; por consiguiente, en el procedimiento administrativo disciplinario debe demostrarse la responsabilidad de José Alfredo Hernández Armendáriz y en el caso que se resuelve, no se encuentra acreditado el hecho de que el recurrente haya visto o escuchado que Ernesto Rivera Meléndez, haya solicitado al ciudadano Fernando Reyna Guzmán, la cantidad de $100.00 (cien pesos 00/100 moneda nacional), a cambio de dejarlo en libertad, por dos motivos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por una parte, carece de valor probatorio la declaración de Fernando Reyna Guzmán, quien tiene el carácter de denunciante, por haber acusado a José Alfredo Hernández Armendáriz, ante el segundo comandante Luís Eduardo González García, de haber solapado el hecho de que Ernesto Rivera Meléndez, pidió dinero a cambio de dejar en libertad al denunciante, según se advierte de las constancias que integran el expediente de origen; luego entonces, para efectos de este recurso, el denunciante insoslayablemente es un testigo singular, cuyo atesto tiene que apreciarse de acuerdo a las reglas fundamentales sobre la valoración de pruebas previstas en el artículo 221 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, aplicado supletoriamente al referido Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, sin embargo, es el caso que la autoridad demandada le concede valor probatorio pleno al testimonio del denunciante; adminiculando la declaración de Fernando Reyna Guzmán, con el dicho de Luís Eduardo González García, quien es un testigo de oídas o referencial y también con las manifestaciones que formula en el escrito de denuncia el Primer Comandante Juan Pedro González Pérez, en su carácter de vocal del Consejo de Honor y Justicia, en el sentido de que se dio cuenta de los hechos imputados al recurrente por simples referencias del propio denunciante, según se advierte del citado escrito. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por otra parte, los atestos de Ernesto Rivera Meléndez, Juan Francisco Beltrán Bustamante y Salvador Yánez Muñoz, carecen de valor probatorio, de acuerdo a lo previsto por el artículo 220 del referido Código de Procedimientos Civiles, en virtud de que estos testigos no expresan que haya visto u oído que el recurrente haya observado o escuchado que Ernesto Rivera Meléndez, le pidió al ciudadano Fernando Reyna Guzmán, la cantidad de $100.00 00 (cien pesos 00/100 moneda nacional), con el fin de dejarlo en libertad, en consecuencia, es evidente que la autoridad demandada aprecia indebidamente los testimonios de las citadas personas; pues, omite considerar que estos no son testigos directos, dado que no les constan los acontecimientos que constituyen la falta administrativa imputada al inconforme por no haberlos presenciado. Si lo anterior es así, es inconcuso que se vulneran en perjuicio de la parte inconforme las reglas fundamentales sobre la valoración de pruebas prevista en el artículo 220 del referido Código de Procedimientos Civiles. . . . . . . . . . . .
Bajo esta tesitura, es óbice que en el procedimiento administrativo disciplinario de origen, no se acredita el hecho de que José Alfredo Hernández Armendáriz, haya observado o escuchado que Ernesto Rivera Meléndez, haya exigido la cantidad de $100.00 (cien pesos 00/100 moneda nacional) al ciudadano Fernando Reyna Guzmán, con el fin de liberarlo, pues las pruebas testimoniales a cargo de los ciudadanos Fernando Reyna Guzmán, Ernesto Rivera Meléndez, Juan Francisco Beltrán Bustamante y Salvador Yánez Muñoz, no merecen valor probatorio, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en supralíneas, por tanto, en la especie no se demuestra que el recurrente haya cometido la falta administrativa que se le imputa, prevista en la fracción XXXVIII del artículo 28 del mulcitado Reglamento del Consejo de Honor y Justicia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Habiendo resultado fundado el segundo agravio del escrito inicial de recurso, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando que antecede, es innecesario el estudio de los demás agravios, en razón de que aún y cuando alguno resultare procedente en nada cambiaría el sentido de esta resolución, pues se aducen violaciones de carácter formal. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, Pág. 32 . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Ante la eficacia del segundo agravio y además con fundamento en los artículos 213, fracción II, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor y 48, fracción II, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, respecto a la responsabilidad administrativa fincada al recurrente, es de declararse y se declara la nulidad parcial de la Resolución de fecha veintidós de febrero del año dos mil cinco, esto es, la nulidad del cuarto y quinto puntos resolutivos del citado fallo. . . .  . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206 Párrafo Segundo, 213 fracción II y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 41 segundo párrafo, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato; y 1º, 2º fracción III, 3º, 4º, 15 fracción I, 46, 47 y 48 fracción II, del Reglamento de Justicia Administrativa de León, Guanajuato, es de resolverse y se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


PRIMERO.- . . .

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD PARCIAL DE LA RESOLUCIÓN, de fecha veintidós de febrero del año dos mil cinco, a través de la cual se impone al ciudadano José Alfredo Hernández Armendáriz, la sanción de suspensión laboral del cargo de policía, por el término de sesenta días, sin goce de sueldo, esto es, se anulan el cuarto y quinto puntos resolutivos del citado fallo, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el tercer considerando de esta Resolución. . . . . . . . . 


Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte recurrente personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en tres tantos el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN Juez Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de acuerdos la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
